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PREFACIO 
Este documento se generó para dar seguimiento a un informe anterior titulado “Impacto 

de la reforma penal en las medidas cautelares en Chihuahua y Estado de México”, el cual 

puede ser encontrado en la siguiente dirección: 

http://ocsjusticia.org/images/DocsPDF/MEDIAS%20CAUTELARES.pdf 

Se realizó con el financiamiento y apoyo de la Fundación MacArthur en México, a través 

del Observatorio Ciudadano del Sistema de Justicia (OCSJusticia). 

La Fundación MacArthur en México es una fundación privada con sede en Estados Unidos 

que provee fondos para organizaciones de la sociedad civil que trabajan en iniciativas 

enfocadas a mejorar el acceso a la justicia y la inclusión de protecciones al debido proceso 

en México. Su objetivo es contribuir a la puesta en práctica de las reformas 

constitucionales aprobadas en 2008, mejorar el sistema de administración de justicia, y 

atender las deficiencias en los procedimientos y prácticas de investigación dentro del 

proceso penal. 

El OCSJusticia está conformado por tres organizaciones de la sociedad civil: El Instituto de 

Justicia Procesal Penal (IJPP), Asistencia Legal por los Derechos Humanos (ASILEGAL), y la 

Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de Derechos Humanos (CMDPDH). Su misión 

es impulsar la implementación de la reforma al sistema de justicia penal en México, a 

través de actividades sistematizadas de monitoreo, análisis, incidencia y difusión de 

políticas públicas. 

Agradecemos el trabajo de Alberto Toledo Urbina (Investigador Asociado del IJPP) por el 

diseño de la metodología, la recolección de datos y el análisis de la información que 

compone este informe; de Ana Dulce Aguilar García (Directora de Proyectos del IJPP) por 

la revisión y supervisión del contenido; de Samahantha Bautista Paredón (Asistente de 

Investigación del IJPP) por el análisis de los marcos legales; de Carlos Alberto Carmona 

Díaz por su ayuda para realizar las observaciones; y de Anahí Ruelas (Asistente de 

Investigación del IJPP) por la captura de los datos.  

http://ocsjusticia.org/images/DocsPDF/MEDIAS%20CAUTELARES.pdf
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INTRODUCCIÓN 
Las medidas cautelares (MC) son mecanismos que restringen la presunción de inocencia y 

la libertad personal utilizados para prevenir la actualización de alguno de los siguientes 

riesgos procesales: primero, la probabilidad de que la persona imputada se sustraiga de la 

justicia y deje de asistir a sus audiencias; segundo,  que la persona imputada obstaculice la 

investigación que se sigue en su contra a través de la destrucción de pruebas o 

intimidación de testigos; y tercero, que la seguridad de la víctima o los testigos se vea 

amenazada.  

Es el ministerio público es quien tiene la carga de probar la existencia de uno o varios de 

estos riesgos y la necesidad de cautela; es decir, la necesidad de restringir la libertad de la 

persona imputada durante el proceso penal.  

Esto lo hace a través de la petición que presenta dentro de la audiencia inicial del proceso 

acusatorio. Una vez que presenta sus argumentos, la defensa tiene la oportunidad de 

pronunciarse. Ésta podrá estar de acuerdo con la solicitud del MP o bien, debatir la 

petición con información que contrarreste la necesidad de cautela alegada.  

A partir del debate de medidas cautelares, el juez debe decidir si es necesario imponer 

una MC. Las MC dictadas deben ser necesarias, idóneas, proporcionales y fundadas en el 

principio de mínima intervención. 

Su decisión tiene que estar justificada a partir de una evaluación de los argumentos 

presentados por las partes, controlando que realmente se basen en las circunstancias 

propias de la persona imputada y no en generalizaciones o prejuicios. Simultáneamente, 

el juez también debe decidir los tipos de MC, su duración, las condiciones de 

cumplimiento, y la autoridad que estará encargada de supervisarlas. 

Las MC son muy importantes, no solo por la función que cumplen para reducir riesgos 

procesales, sino también porque están directamente relacionadas con el derecho humano 

de toda persona a llevar su proceso penal en libertad y a ser presumida inocente hasta 

que se demuestre lo contrario.  

Por su parte, aunque se reconoce que la prisión preventiva está justificada en algunos 

casos, su uso debe ser excepcional y no una regla general. También se deben limitar su 

duración y el tipo de casos para los que puede ser usada para evitar que su uso sea 

excesivo. 
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En ese contexto, resulta evidente que la calidad de la información proporcionada a través 

del debate es determinante para que las MC que se imponen a una persona realmente 

sean las menos lesivas y las más adecuadas y proporcionales.  

Para lograr esto, las partes deben contar con información objetiva y confiable que les 

permita argumentar sobre los tipos y grados de riesgos asociados con una persona 

imputada. Esto pasa por la creación de los Servicios Previos al Juicio, los cuales tienen 

como una de sus funciones principales el obtener información verificada sobre las 

circunstancias de la persona imputada; tales como su arraigo, empleo, familia, apoyos y 

vínculos personales, comportamiento durante la investigación, antecedentes penales, 

incumplimiento de medidas cautelares o condiciones anteriores, y cualquier otro dato 

relevante.   

Por otro lado, las partes deben estar capacitadas para realizar argumentaciones efectivas 

que les permitan justificar sus solicitudes y responder a los contraargumentos que haga la 

otra parte. Esto incluye entender el objetivo de las MC y los principios que deben regirlas, 

tener una preocupación por el éxito de la persona imputada para que pueda cumplir sus 

MC y acudir a sus audiencias, y preocuparse también por el éxito del proceso penal que se 

sigue en su contra. 

En este sentido, el papel de los jueces es fundamental, ya que son ellos quienes deben 

imponer un estándar alto en la calidad de la información y de las argumentaciones para el 

desarrollo de los debates. También tienen las obligaciones de justificar sus decisiones a 

partir de la información que le dan las partes, y de explicar a la persona imputada los 

alcances de las MC que se le imponen y las consecuencias de su incumplimiento.  

Con base en todo lo anterior, este reporte analiza el uso de las MC en el sistema de 

justicia penal del Estado de Chihuahua. Se busca responder a dos preguntas: ¿Bajo qué 

circunstancias se está dando la imposición de MC en las audiencias? y ¿qué tendencias 

generales se pueden observar en la imposición de MC, especialmente en las que son 

privativas de la libertad?   

Para responder nos basamos en dos tipos de información. Por un lado, en datos 

estadísticos proporcionados por el Supremo Tribunal de Justicia (en adelante “Tribunal”) 

y, por el otro, en información derivada de la observación directa de audiencias de medidas 

cautelares siguiendo una metodología diseñada para capturar información sobre la calidad 

del debate de medidas cautelares y con qué argumentos se estaban justificando las 

peticiones de las partes.  

Esta observación se llevó a cabo entre el 26 de octubre y el 6 de noviembre de 2015. En 

total, pudimos recolectar información de 45 audiencias de un total de 192 que se 
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realizaron en el mismo periodo (23.4%). El código vigente en ese momento era el Código 

de Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua 

Aunque se trata de una muestra pequeña, nuestra información nos permite hacer algunas 

inferencias sobre el uso de las MC y sobre el desempeño de los actores del sistema en la 

solicitud, debate e imposición de dichas medidas.  

A partir de la descripción de nuestros resultados, generamos comentarios sobre buenas 

prácticas, retos y oportunidades del estado de Chihuahua en el tema frente a la entrada 

en vigor del Código Nacional de Procedimientos Penales, los cuales también pueden ser 

apropiados por autoridades judiciales de otros estados.  
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MARCO LEGAL DE LOS DEBATES DE MEDIDAS CAUTELARES EN 

CHIHUAHUA 

LEGISLACIÓN INTERNACIONAL 

Las reglas que establecen la base de las medidas cautelares parten del derecho 

internacional. La presunción de inocencia, expresamente reconocida sin salvedad ni 

excepción alguna por diversos instrumentos internacionales de derechos humanos, tales 

como  

 Declaración Universal de Derechos Humanos (Art. 11.1) 

 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Art. 14.2) 

 Declaración Americana (Art. XXVI) 

 Convención Americana (Art. 8.2) 

La presunción de inocencia es en realidad el punto de partida para cualquier análisis de los 

derechos y el tratamiento otorgado a las personas que se encuentran bajo un proceso 

penal. Este derecho fundamental implica, entre otras cosas, que en el caso de resultar 

necesaria la privación de libertad durante el transcurso de un proceso, la posición jurídica 

del imputado sigue siendo la de un inocente. 

En el derecho internacional también se definen los límites de la prisión preventiva. 

 La Declaración Universal de los Derechos Humanos (Art. 9) establece que nadie 

podrá ser arbitrariamente detenido, preso, ni desterrado.  

 El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (Art. 9.3) establece que la 

prisión preventiva no debe ser la regla general entre las personas que esperan a 

ser juzgadas, aunque reconoce que la libertad de la persona acusada podrá 

depender de garantías que aseguren su comparecencia en el juicio, o en cualquier 

otro momento de proceso y, en su caso, para la ejecución del fallo.  

 La Convención Americana sobre Derechos Humanos (Art. 7.3) señala que los 

Estados tienen la obligación de no restringir la libertad del detenido más allá de los 

límites estrictamente necesarios para asegurar que no impedirá el desarrollo 

eficiente de las investigaciones ni eludirá la acción de la justicia. 

Adicionalmente, existe jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

que dota de contenido a esos derechos, especificando sus límites y los requisitos que se 

deben cumplir para asegurar que se cumplan. Esto incluye especialmente la exigencia de 

que existan MC en libertad que sean alternativas a la prisión preventiva, y también los 
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estándares que se deben cumplir para poder imponer la prisión preventiva (Ver CIDH 

2013, e IJPP 2015). 

 

REGULACIÓN CONSTITUCIONAL 

El Congreso mexicano reformó la Constitución en junio de 2008, cambiando los artículos 

16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; las fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la fracción VII del 

artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del artículo 123. Estos diez artículos 

constitucionales sentaron las bases para el tránsito de un modelo inquisitivo a uno 

acusatorio de justicia penal para modificar el sistema de justicia. En ese proceso se 

adoptaron los estándares internacionales relativos al debido proceso, la presunción de 

inocencia y los límites de la prisión preventiva.  

 El Artículo 19 establece que deberán existir medidas cautelares diferentes a la 

prisión preventiva, en qué casos puede ser aplicada la prisión preventiva y también 

establece un catálogo de supuestos en los que debe imponerse de manera 

obligatoria. 

 El Artículo 20.B.I establece explícitamente el principio de presunción de inocencia 

 El Art. 20.B.IX establece el límite de tiempo que una persona podrá permanecer en 

prisión preventiva. 

Sin embargo, la Constitución no estableció específicamente una clasificación de las 

medidas cautelares distintas a la prisión preventiva, por lo que esta tarea quedó 

inicialmente en manos de los legisladores estatales.  

 

REGULACIÓN ESTATAL 

En el caso del Estado de Chihuahua, el Código de Procedimientos Penales del Estado 

(CPPECH) fue establecido desde antes de la reforma federal, como parte de la reforma del 

sistema penal en el Estado en 2007. Fue reformado posteriormente en 2009 a partir de la 

reforma a la Constitución federal de 2008. Dicho código estuvo vigente en ese estado 

hasta el 13 de junio de 2016 (Decreto 852/2015), fecha en la que entró en vigor el Código 

Nacional de Procedimientos Penales (CNPP).  
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Tabla 1. Entrada en vigor del sistema acusatorio en el estado de Chihuahua 

Entrada en vigor del CNPP en todo el Estado 13 de junio de 2016 

 

Es importante aclarar que el CPPECH era el código que se encontraba vigente al momento 

de realizar esta investigación, por lo que es relevante para nuestro análisis. Sus artículos 

fueron los que regularon el uso de las MC y la prisión preventiva en el Estado. 

 

Tabla 2. Regulaciones del CPPECH sobre prisión preventiva y medidas cautelares. 

Características Código de Procedimientos Penales de Chihuahua  

Excepcionalidad de la 

prisión preventiva 

En los artículos 8 y 157 señala explícitamente su carácter excepcional 

y sólo pueden ser impuestas mediante resolución judicial fundada, 

motivada y debidamente documentada. Según este último artículo su 

finalidad es: 

Región Distrito Judicial Entrada en vigor 

I Distrito Judicial Morelos  con sede en la ciudad de 

Chihuahua  

1 de enero de 2007 

II Distrito Judicial Bravos con  sede  en Ciudad Juárez 1 de enero de 2008 

III Distritos Judiciales 

 Abraham González con sede en la ciudad de Delicias 
 Andrés del Río con sede en  Guachochi 
 Arteaga con sede en  La Villa de Chinipas de Almada 
 Benito Juárez con sede en Ciudad Cuauhtémoc 
 Camargo con sede en ciudad Camargo 
 Galeana con sede en la Ciudad de Nuevo Casas 

Grandes 
 Guerrero con sede en la Ciudad de Guerrero 
 Hidalgo con sede en la Ciudad de Hidalgo del Parral 
 Jiménez con sede en la Ciudad de Jiménez 
 Manuel Ojinaga con sede en Ciudad Ojinaga 
 Mina con sede en la Villa de Guadalupe y Calvo  
 Rayón con sede en El Mineral de Ocampo 

 

Junio de 2008 
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 Asegurar la presencia del imputado en juicio 

 Garantizar la seguridad de la víctima o del ofendido 

 Evitar la obstaculización del procedimiento 

Procedencia de la 

prisión preventiva 

El artículo 173, primer párrafo, señala que la prisión preventiva sólo es 

aplicable si hay riesgo de que el imputado se encuentre en alguno de 

los siguientes supuestos: 

 Se sustraiga a la acción de la justicia  

 Obstaculice la investigación o el proceso 

 Se ponga en riesgo a la víctima u ofendido, a los testigos o a la 

comunidad. 

 Que ya esté siendo procesado por la comisión de un delito 

doloso. 

 Que cuente con antecedentes penales. 

Procedencia de la 

prisión preventiva 

oficiosa 

El artículo 173, segundo párrafo, incluye una lista de delitos por los 

que la prisión preventiva procede oficiosamente: 

 Homicidio doloso, violación, secuestro, secuestro exprés, 

extorsión, robo de vehículos automotores cometido con 

violencia, los cometidos con armas y explosivos 

 Delitos que atentan contra el libre desarrollo de la 

personalidad: 

 Contra la formación menores y protección integral de 

personas que no tienen la capacidad para comprender el 

significado del hecho (según los Artículos 181, segundo párrafo 

y 184 del Código Penal del Edo.) 

 Pornografía con menores o que no tienen la capacidad para 

comprender el significado del hecho 

 Trata de personas (según el Artículo 198, tercer párrafo, del 

Código Penal del Estado). 

Medidas cautelares 

distintas a la prisión 

preventiva 

El artículo 169 establece los siguientes tipos de medidas cautelares: 

I. Presentación de una garantía económica 

II. Prohibición de salir del país o determinado territorio 

III. Quedar bajo cuidado o vigilancia de una persona o 

institución 

IV. Presentación periódica ante juez o autoridad 
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V. Colocación de localizadores electrónicos 

VI. Arraigo domiciliario o en el de otra persona 

VII. Prohibición de concurrir a determinadas reuniones o visitar 

ciertos lugares 

VIII. Prohibición de convivir o comunicarse con ciertas personas 

IX. Separación del domicilio 

X. Suspensión de derechos 

XI. Internamiento en centro de salud 

En cualquier caso se puede prescindir de aplicar toda medida cautelar 

con la sola promesa del imputado de someterse al proceso. 

Figura facultada para 

solicitar la prisión 

preventiva y para 

dictarla 

El artículo 173 en su párrafo segundo establece que el Ministerio 

Público será el que solicite la prisión preventiva y el Juez de Garantía 

el encargado de imponerla  

Espacio destinado para 

la prisión preventiva 

El artículo 18, primer párrafo, señala que el sitio de la prisión 

preventiva será distinto del que se destinare para la extinción de las 

penas y estarán completamente separados. 

Límite temporal al uso 

de la prisión 

preventiva 

El artículo 182 habla sobre la terminación de la prisión preventiva. 

Esta finalizará cuando:  

 Nuevos elementos de juicio demuestren que ya no existen los 

motivos que la fundaron o se vuelva conveniente sustituirla 

por otra medida. 

 Su duración exceda de 24 meses 

 Las condiciones personales del imputado se agraven de tal 

modo que la prisión preventiva se traduzca en un trato cruel, 

inhumano o degradante.  

El artículo 183 alude al plazo máximo que puede prorrogarse: en caso 

de que se haya dictado una sentencia condenatoria y ésta haya sido 

impugnada por el defensor o sentenciado, la prisión preventiva se 

extenderá lo necesario para la resolución del recurso 

correspondiente. 

Tratándose de medidas cautelares que impliquen privación de la 

libertad, en ningún caso podrá sobrepasar la media aritmética de la 

pena prevista para el delito de que se trate. 
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CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

Cuando se publicó la reforma de 2008 se había contemplado que cada estado hiciera las 

adecuaciones necesarias a su Código de Procedimientos Penales, sin embargo, en medio 

de un debate nacional sobre la conveniencia de contar con una legislación aplicable para 

todo el país, el 8 de octubre de 2013 se publicó una nueva reforma constitucional que 

daba al Congreso la facultad para regular la materia procesal penal, la ejecución penal y 

los medios alternativos de solución de controversias. (DOF 08/10/13) 

El 5 de marzo de 2014 se publicó el Código Nacional de Procedimientos Penales (en 

adelante CNPP) para las 32 Entidades Federativas y para la Federación. Se programó que, 

a nivel federal, su entrada en vigor se daría a más tardar el 18 de junio de 2016; a nivel 

estatal en los términos que estableciera la declaratoria emitida por el poder legislativo 

local a solicitud de la autoridad encargada de la implementación del SJPA en cada uno de 

los estados, teniendo como límite también el 18 de junio de 2016. (DOF 05/03/14) 

En Chihuahua el CNPP entró en vigor a partir del 13 de junio de 2016. Aunque su vigencia 

comenzó con posterioridad a la realización de esta investigación, es importante mostrar 

los cambios que realiza esta legislación respecto al CPPECH. 

 

Tabla 3. Regulaciones del CNPP sobre MC y prisión preventiva 

Características Código Nacional de Procedimientos Penales  

Excepcionalidad de la 

prisión preventiva 

En el artículo 165, primer párrafo, se apunta que sólo por delito 

que merezca pena privativa de libertad habrá lugar a prisión 

preventiva. 

El artículo 166, en su párrafo primero y segundo, prevé tres 

figuras de excepción adicionales: la persona imputada tenga más 

de 70 años, padezca una enfermedad grave o terminal; una 

mujer embarazada o madre en periodo de lactancia.  

En ambos casos podrá ordenarse que la prisión preventiva se 

ejecute en el domicilio propio o en un centro médico, bajo las 

medidas cautelares que procedan, salvo que a criterio del juez de 

control puedan sustraerse de la acción de la justicia o 

manifiesten una conducta que haga presumible su riesgo social.  
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Procedencia de la prisión 

preventiva 

En el artículo 167, primer párrafo, se establecen las mismas 

causales que en la Constitución para poder solicitar prisión 

preventiva:  

 Comparecencia del imputado en el juicio y el desarrollo 

de la investigación  

 Protección de la víctima, de los testigos o de la 

comunidad  

 La persona imputada esté siendo procesada o haya sido 

sentenciada previamente por la comisión de un delito 

doloso;  

Con la novedad de que en los Artículos subsecuentes (168, 169 y 

170) se definen claramente las circunstancias que deben ser 

tomadas en cuenta por el Juez para decidir si están garantizadas 

o no dichas condiciones. 

Riesgo de sustracción: 

 El arraigo que tenga en el lugar donde deba ser juzgado 

determinado por el domicilio, residencia habitual, y 

asiento de la familia. 

 Facilidades para abandonar el lugar o permanecer oculto.  

 Si el imputado proporciona datos falsos sobre su 

domicilio. 

 El máximo de la pena que en su caso pudiera llegar a 

imponerse de acuerdo al delito de que se trate y la 

actitud que voluntariamente adopta el imputado ante 

éste. 

 El comportamiento del imputado posterior al hecho 

cometido durante el procedimiento o en otro anterior, en 

la medida que indique su voluntad de someterse o no a la 

persecución penal. 

 La inobservancia de medidas cautelares previamente 

impuestas.  

 El desacato de citaciones para actos procesales y que, 

conforme a derecho. 

Peligro de obstaculización 
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 El imputado destruirá, modificará, ocultará o falsificará 

elementos de prueba. 

 Influirá para que coimputados, testigos o peritos 

informen falsamente o se comporten de manera 

reticente o inducirá a otros a realizar tales 

comportamientos.  

 Intimidará, amenazará u obstaculizará la labor de los 

servidores públicos que participan en la investigación 

Riesgo para la víctima u ofendido, testigos o comunidad 

 Valoración que haga el Juez de control respecto de las 

circunstancias del hecho y de las condiciones particulares 

en que se encuentren dichos sujetos, de las que puedan 

derivarse la existencia de un riesgo fundado de que se 

cometa contra dichas personas un acto que afecte su 

integridad personal o ponga en riesgo su vida 

Procedencia de la prisión 

preventiva oficiosa 

La prisión preventiva oficiosa está prevista en el artículo 167, 

párrafo tercero al séptimo. 

El párrafo tercero, establece los mismos delitos estipulados en la 

Constitución.  

Los párrafos cuarto y quinto dejan a las leyes generales de salud, 

secuestro, trata de personas y de delincuencia organizada, el 

establecimiento de los supuestos que ameriten prisión 

preventiva oficiosa. 

El párrafo sexto enlista qué delitos previstos en el Código Penal 

Federal ameritan prisión preventiva oficiosa:  

 Homicidio doloso, genocidio, violación 

 Aquellos contra la seguridad de la Nación: Traición a la 

patria, espionaje, terrorismo, sabotaje 

 Los previstos en los artículos 142, párrafo segundo, y 145 

(Instigación, incitación o invitación a militares en ejercicio 

a la ejecución de delitos contra la seguridad de la Nación;

 o si quienes incurren en este tipo de delitos son 

funcionarios o empleados públicos) 

 Aquellos contra el libre desarrollo de la personalidad, 
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como corrupción, pornografía, turismo sexual y lenocinio 

de personas menores o que no tienen capacidad para 

comprender el hecho o la capacidad para resistirlo; 

pederastia; y tráfico de menores 

 Para delitos contra la salud: producción, tenencia, tráfico, 

proselitismo de narcóticos; otros. 

En su último párrafo menciona que el juez no impondrá la prisión 

preventiva oficiosa y la sustituirá por otra medida cautelar, 

únicamente cuando lo solicite el Ministerio Público por no 

resultar proporcional para garantizar alguna de las causales 

previstas. Dicha solicitud deberá contar con la autorización del 

titular de la Procuraduría o el funcionario que en él delegue esa 

facultad. 

Medidas cautelares 

distintas a la prisión 

preventiva 

El artículo 155 establece los tipos de medidas cautelares:  

I. Presentación periódica ante Juez o autoridad.  

II. Garantía económica 

III. Embargo de bienes 

IV. Inmovilización de cuentas y demás valores que se 

encuentren en el sistema financiero  

V. Prohibición de salir del país o determinado territorio.  

VI. Quedar bajo cuidado o vigilancia de una persona o 

institución.  

VII. Prohibición de asistir a ciertas reuniones o lugares.  

VIII. Prohibición de acercarse o comunicarse con ciertas 

personas, con víctimas u ofendidos o testigos 

IX. Separación del domicilio 

X. Suspensión temporal del cargo (servidores públicos) 

XI. Suspensión temporal de actividad profesional o labor 

XII. Colocación de localizadores electrónicos  

XIII. Resguardo domiciliario 

Figura facultada para 

solicitar la prisión 

preventiva y para dictarla 

El artículo 157, segundo párrafo señala que sólo el Ministerio 

Público podrá solicitarla y el Juez de Control imponerla 
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Espacio destinado para la 

prisión preventiva 

El artículo 145 establece que los policías que ejecuten una orden 

de aprehensión pondrán al detenido inmediatamente a 

disposición del Juez de Control en área distinta a la destinada 

para prisión preventiva o de sanciones privativas de libertad. 

Límite temporal al uso de 

la prisión preventiva 

El artículo 165 en su segundo párrafo establece que la prisión 

preventiva no podrá exceder de un año, salvo que su 

prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa del 

imputado. Si cumplido este término no se ha dictado sentencia, 

el imputado será puesto en libertad de inmediato mientras se 

sigue el proceso, sin que ello obste para imponer otras medidas 

cautelares. 

 

INTERPRETACIÓN DE LA SUPREMA CORTE 

Por otro lado, la interpretación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) sobre 

el tema de la prisión preventiva, ha generado distintas tesis aisladas de las que destaca:  

Elementos a evaluar para la prisión preventiva 

A efecto de determinar si es apropiado imponer o continuar la prisión preventiva, los 

jueces deberán evaluar:  

1. Probabilidad de que el acusado cometió un delito merecedor de pena carcelaria;  

2. Peligro de fuga o evasión de la acción de la justicia, donde deben tenerse en cuenta la 

gravedad del delito y la eventual severidad de la pena;  

3. Riesgo de comisión de nuevos delitos;  

4. Peligro efectivo para el proceso o la investigación;  

5. Peligro sobre los testigos;  

6. Preservación del orden público, en donde por circunstancias excepcionales, la 

gravedad especial de un hecho delictivo y la reacción del público ante el mismo, 

pueden justificar la aplicación de la medida cautelar por cierto periodo;  

7. Debida diligencia en la sustanciación del procedimiento;  

8. Motivos expuestos por las autoridades judiciales para justificar la continuación de la 

medida;  

9. Lapso constitucional de duración del juicio, donde debe constatarse si han 

transcurrido 4 meses en caso de delitos cuya pena máxima no excede de 2 años de 

prisión o 1 año si la pena excede de ese tiempo;  

10. Ejercicio efectivo del derecho de defensa, el cual no debe ser un pretexto para que la 

autoridad alargue el proceso de manera injustificada; y  
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11. Riesgo para el ofendido o la sociedad, donde el riesgo debe justipreciarse con 

elementos de convicción aportados por Ministerio Público (SCJN 2012a).  

Duración extendida de la prisión preventiva 

Se podrá prolongar la prisión preventiva en los casos en que un proceso penal hubiere excedido de 

los términos contemplados en el artículo 20 constitucional (4 meses -1 año) acorde con un 

correcto control de convencionalidad ex oficio en materia de derechos humanos mediante los test 

de dilaciones indebidas fijadas por la CoIDH, a saber:  

a) La complejidad del asunto -cantidad de procesados, delitos, hechos relacionados y 

pruebas-,  

b) La actividad procesal de los interesados -pruebas ofrecidas y medios de impugnación 

presentados en ejercicio de su derecho a la adecuada defensa- y,  

c) La conducta de las autoridades judiciales: si se ha dejado de actuar por un tiempo, el 

retraso o no en la resolución de recursos pendientes, etcétera- lo que se vinculará al 

plazo transcurrido de la prisión preventiva en relación con la penalidad prevista para el 

delito, las que no deben ser desproporcionadas entre sí,  

Aspectos que, de no violentarse, justifican la prolongación de la prisión preventiva; por tanto, la 

negativa a conceder la libertad con base en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos, no viola el derecho humano de juzgamiento 

dentro de un plazo razonable o a ser puesto en libertad mediante las garantías que aseguren su 

comparecencia al juicio y la continuación del proceso (SCJN 2012b). 

Auto de vinculación  

La nueva denominación que confiere el auto de término constitucional a auto de vinculación a 

proceso, no es un simple cambio de nomenclatura, pues su dictado, en caso de que éste sea 

positivo, no trae implícita la prisión preventiva, en virtud de que para ello existe regulación 

expresa en el marco procesal penal; en todo caso, es una ampliación de la garantía que establece 

el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a partir de 2008, pues no 

basta la determinación judicial de vincular a un justiciable a proceso para retenerlo en prisión 

preventiva, sino que reserva el estudio de la imposición de la medida cautelar personal para otro 

momento y de acuerdo con circunstancias novedosas que no eran tomadas en cuenta en el 

anterior sistema de enjuiciamiento penal (SCJN 2009).  
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EL USO GENERAL DE LAS MEDIDAS CAUTELARES EN CHIHUAHUA 
Existen doce MC en el Estado de Chihuahua que están catalogadas en el artículo 169 del 

Código de Procedimientos Penales local. Adicionalmente, existe la práctica de no imponer 

ninguna medida y sólo tomarle promesa al imputado de que se presentará a sus 

audiencias. 

La prisión preventiva es la MC más utilizada en el Estado. Sin embargo, su uso representa 

30.51% del total, es decir, menos de un tercio de todas las medidas cautelares impuestas; 

y ese dato incluye también los casos en los que la prisión preventiva se impone de manera 

oficiosa. Otras medidas cautelares restrictivas de la libertad, como el internamiento en un 

centro de salud o de atención a personas con adicciones y el arraigo domiciliario 

representan 8.2%. 

Como se puede ver en la tabla, las MC en libertad representan 61.29% del total, siendo la 

más usada la presentación periódica. Las MC que se suelen imponer para los delitos de 

violencia familiar alcanzan 15.37%. La promesa alcanza 5.62%. (Ver Tabla 1.) 

 

Tabla 4. Medidas cautelares impuestas en el Estado de Chihuahua (Septiembre 2014 – 

Septiembre 2015) 

Medida Cautelar Total Porcentaje 

Prisión preventiva 4234 30.51% 

Presentación periódica 2962 21.34% 

Garantía económica 1687 12.16% 

Prohibición de comunicarse con determinadas 

personas 

1152 8.30% 

Internamiento en un centro de salud/atención a 

adictos 

1042 7.51% 

Prohibición de ir a determinados lugares 981 7.07% 

Promesa 780 5.62% 

Prohibición de salir del lugar que diga el juez 544 3.92% 
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Someterse a la vigilancia de una persona o 

institución 

214 1.54% 

Separación inmediata del domicilio 181 1.30% 

Arraigo domiciliar 96 0.69% 

Localizador electrónico 2 0.01% 

Suspensión de derechos 2 0.01% 

 

El uso de la prisión preventiva ha tenido una tendencia a la baja los últimos años; de 

48.18% del total de las MC impuestas en 2010 pasó a sólo 32.32% en los primeros nueve 

meses de 2015. Aunque esto es alentador, se debe señalar que esta tendencia tiene una 

contraparte en el crecimiento de la MC de internamiento en un centro de salud/centro de 

atención a adicciones. Esta medida también es privativa de la libertad desde el punto de 

vista de estándares internacionales de derechos humanos y es recomendable analizar más 

a fondo su imposición para evitar que se use como sustituta de la prisión preventiva (Ver 

Tabla 2).  

 

Tabla 5. Uso de la prisión preventiva y del internamiento en instituciones de salud y 

atención a adictos como proporción de todas las medidas cautelares.  

 

 

Estos datos nos llevan a pensar que, en general, el Estado de Chihuahua tiene buenas 

prácticas en la imposición de MC. Aunque la prisión preventiva y el internamiento no son 

prácticas excepcionales, se puede seguir avanzando en reducir su uso.  
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ANÁLISIS DE LAS OBSERVACIONES DIRECTAS EN EL DISTRITO 

JUDICIAL MORELOS DE LA CIUDAD DE CHIHUAHUA 
El análisis de las observaciones directas nos arroja luz sobre el desempeño de los actores 

durante las audiencias de MC. Sin embargo, antes de presentar ese análisis se debe 

mencionar que de las 45 audiencias que observamos resultó que más de la mitad 

correspondieron a solo dos delitos: violencia familiar y posesión simple de narcóticos. 

También se destacaron el robo y los daños. Es importante tener en cuenta esta 

distribución al momento de interpretar nuestras observaciones, porque indica que 

tuvimos más información sobre cómo se dan los razonamientos en las audiencias en ese 

tipo de casos (Ver Tabla 3).   

 

Tabla 6. Delitos que se imputaron en las audiencias observadas 

Delito Audiencias observadas 

Violencia familiar 15 

Posesión simple 12 

Robo 7 

Daños 4 

Abuso sexual 3 

Posesión con fines de comercialización 2 

Incumplimiento de obligaciones 

alimentarias 

2 

Posesión de vehículo robado 2 

Lesiones 1 

Violación 1 

Homicidio 1 

Nota: El total es mayor al número de observaciones porque algunos imputados fueron acusados de más de 

un delito. 
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EL DESEMPEÑO DE LA FISCALÍA 

La fiscalía es la encargada de iniciar el debate al solicitar y justificar la MC que considera 

apropiada para cada imputado.  

En nuestra visita al distrito Morelos observamos que la MC más solicitada por los fiscales 

fue la prisión preventiva (21.82% de las ocasiones). Ésta recayó principalmente en 

personas a las que se les imputaron delitos como robo agravado y posesión simple. Las 

razones principales para solicitar esta medida cautelar fueron la magnitud de la pena a 

imponer, la existencia de otros procesos contra el imputado y la existencia de 

antecedentes penales. 

El argumento que hacen los fiscales sobre la magnitud de las penas a imponer (catalogado 

en nuestra base de datos como “gravedad del delito o pena”) es que todas las personas 

que enfrentan la posibilidad de ir a prisión van a desear evadirse de la acción de la justicia, 

por lo que esta es una razón suficiente para asumir que existe ese riesgo y solicitar 

medidas cautelares más severas -  aunque los fiscales son cuidadosos de mencionar que 

esto no implica prejuzgar al imputado. 

Por otro lado, también se argumenta la existencia de antecedentes penales o de otras 

carpetas de investigación en contra del imputado que aún no han sido judicializadas. Sin 

embargo, la explicación de por qué se considera que esto incrementa el riesgo de fuga es 

menos clara.  

 

Tabla 7. Solicitudes del fiscal de prisión preventiva  

Delito MC solicitada por el fiscal Argumentos 

Narcomenudeo 

posesión simple 

Prisión preventiva Falta de arraigo 

Tiene otros procesos pendientes 

Tiene antecedentes penales 

Robo Agravado Prisión preventiva Tiene otros procesos pendientes 

Tiene antecedentes penales 

Gravedad del delito o pena 

Robo agravado en 

grado de tentativa 

Prisión preventiva Tiene otros procesos pendientes 

Incumplimiento de medidas 

cautelares 
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Robo agravado en 

grado de tentativa 

Prisión preventiva Tiene antecedentes penales 

Gravedad del delito o pena 

Robo Agravado Prisión preventiva Tiene antecedentes penales 

Gravedad del delito o pena 

Narcomenudeo 

posesión simple 

Prisión preventiva Negar la libertad bajo caución 

(LGS) 

Abuso sexual Prisión preventiva Falta de arraigo 

Falta de empleo 

El imputado convive con la víctima 

El delito de violencia familiar 

Posesión de 

vehículo con 

reporte de robo y 

Posesión simple 

Prisión preventiva No tiene empleo 

Otros procesos pendientes 

Gravedad del delito o pena 

Robo agravado en 

grado de tentativa 

Prisión preventiva Tiene otros procesos pendientes 

Tiene antecedentes penales 

Gravedad del delito o pena 

Narcomenudeo 

posesión simple 

Prisión preventiva Otros procesos pendientes 

Violencia Familiar 

y daños agravados 

Prisión preventiva Puede destruir pruebas o molestar 

testigos 

Delito de violencia familiar 

Gravedad del delito o pena 

Posesión de 

vehículo con 

reporte de robo 

Prisión preventiva Gravedad del delito o pena 

Robo agravado  Prisión preventiva oficiosa Gravedad del delito o pena 

Delito cometido con medios 

violentos 

Abuso sexual y 

violación 

Prisión preventiva oficiosa Gravedad del delito o pena 
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Narcomenudeo 

con fines de 

suministro  

Prisión preventiva oficiosa No dio argumentos 

Violencia Familiar Prisión preventiva oficiosa Delito cometido con medios 

violentos 

 

Las dos siguientes MC más solicitadas (14.55% cada una) fueron la prohibición de ir a 

determinados lugares y la prohibición de comunicarse con ciertas personas. Esta 

observación está relacionada con que un gran número de las audiencias que registramos 

se trataban de delitos de violencia familiar. La necesidad de cautela se aborda desde el 

riesgo para la víctima para evitar el contacto entre el imputado y la víctima. 

 

Tabla 8. Solicitudes del fiscal de prohibición de comunicarse y de ir a determinados 

lugares 

Delito MC solicitada por el fiscal Argumentos 

Violencia Familiar Prohibición de comunicarse El imputado convive con la víctima 

Violencia Familiar Prohibición de comunicarse La víctima se siente amenazada 

Violencia Familiar  Prohibición de ir a 

determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Puede destruir pruebas o molestar 

testigos 

Delito de violencia familiar 

Violencia Familiar Prohibición de ir a 

determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Desacato de citaciones 

La víctima se siente amenazada 

Gravedad del delito o pena 

Violencia Familiar Prohibición de ir a 

determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Gravedad del delito o pena 

Delito de violencia familiar 

Violencia Familiar Prohibición de ir a 

determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Puede destruir pruebas o molestar 

testigos 

Delito de violencia familiar 
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Violencia Familiar  Prohibición de ir a 

determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Puede destruir pruebas o molestar 

testigos 

Delito de violencia familiar 

Violencia Familiar  Prohibición de ir a 

determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Puede destruir pruebas o molestar 

testigos 

Necesidad de garantizar la 

reparación 

Gravedad del delito o pena 

Violencia Familiar  Prohibición de ir a 

determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Presentación periódica 

Desacato de citaciones 

Delito de violencia familiar 

Gravedad del delito o pena 

Violencia Familiar Prohibición de ir a 

determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Separación del domicilio 

El imputado convive con la víctima 

Gravedad del delito o pena 

 

La garantía económica fue solicitada el 12.73% de las ocasiones, principalmente en casos 

que involucraban daños, incumplimiento de obligaciones alimentarias y abuso sexual. 

Debe hacerse notar que el argumento principal de la fiscalía para solicitar esta medida fue 

la necesidad de garantizar la reparación del daño. En el caso de abuso sexual el cálculo de 

la garantía se basaba en el costo de las sesiones psicológicas para la víctima. 

 

Tabla 9. Solicitudes del fiscal de garantía económica 

Delito MC solicitada por el 

fiscal 

Argumento 

Abuso sexual  Garantía económica El imputado tiene capacidad económica 

para cubrir la garantía 

Necesidad de garantizar la reparación 

(sesiones psicológicas) 

Gravedad del delito o pena 
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Daños 

imprudenciales 

Garantía económica Necesidad de garantizar la reparación 

Incumplimiento de 

obligaciones 

alimenticias 

Garantía económica Necesidad de garantizar la reparación 

Facultad de irse a otro estado 

Incumplimiento de 

obligaciones 

alimenticias 

Garantía económica Necesidad de garantizar la reparación 

Gravedad del delito o pena 

Narcomenudeo 

posesión simple 

Garantía económica Capacidad económica 

Daños 

imprudenciales  

Presentación periódica 

Garantía económica 

Dificultad de captura 

Conducta durante la investigación 

Daños 

imprudenciales/ 

Lesiones 

imprudenciales   

Presentación periódica 

Garantía económica 

Necesidad de garantizar la reparación 

Delito con lesiones 

La promesa se solicitó en 9.09% de las ocasiones. Esta MC cautelar no está contemplada 

en la legislación, pero, al parecer, es una práctica común en el estado. La fiscalía la solicitó 

en casos de posesión simple para imputados contra los que no había ningún argumento 

como la existencia de antecedentes penales o procesos pendientes. 

 

Tabla 10. Solicitudes del fiscal de promesa  

Delito MC solicitada por el fiscal Argumento 

Narcomenudeo 

posesión simple 

Promesa No dio argumentos 

Narcomenudeo 

posesión simple 

Promesa Conducta durante la investigación 

Narcomenudeo 

posesión simple 

Promesa No dio argumentos 
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Narcomenudeo 

posesión simple 

Promesa No dio argumentos 

Violencia Familiar  Promesa Ya no hay agresiones y viven juntos 

de nuevo 

 

El internamiento en un centro de tratamiento de adicciones se solicitó en un 7.27% de las 

ocasiones para imputados que aseguraron consumir drogas. Sin embargo, es importante 

notar que un factor común en los casos en los que la fiscalía solicitó esta MC era la falta de 

arraigo del imputado. Para usar este argumento como justificación de una solicitud de 

MC, los fiscales se basan en la falta de datos en la carpeta sobre el domicilio del imputado, 

en su falta de empleo o en si son originarios de otra ciudad o estado. 

 

Tabla 11. Solicitudes del fiscal de internamiento en un centro de atención a adicciones 

Delito MC solicitada por el fiscal Argumentos 

Narcomenudeo 

posesión simple 

Internamiento en centro de 

adicciones 

Falta de arraigo 

Narcomenudeo 

posesión simple y 

violencia Familiar 

Internamiento en centro de 

adicciones 

Conducta violenta durante la 

investigación 

Gravedad del delito o pena 

Antecedentes de abuso de 

sustancias 

Narcomenudeo 

posesión simple 

Internamiento en centro de 

adicciones 

Falta de arraigo 

Antecedentes de abuso de 

sustancias 

Robo simple Internamiento en centro de 

adicciones 

Falta de arraigo 

Falta de empleo 

Tiene otros procesos pendientes 

Antecedentes de abuso de 

sustancias 
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Por último, una cosa que nos pareció interesante es que en el delito de posesión simple 

no parece haber una manera estandarizada de abordarlo, sino que la petición de MC 

depende de cada fiscal. En algunos casos el fiscal sólo solicita la promesa, en otros se 

solicita el internamiento en un centro de adicciones y en otros más se solicita una garantía 

económica. En un caso nos encontramos con que el fiscal no se basó en el Código de 

Procedimientos Penales para hacer su solicitud, sino que invocó la Ley General de Salud 

porque ahí las opciones se limitan a la prisión preventiva o a la “libertad bajo caución”. El 

juez permitió esa interpretación, por lo que no dejó que la defensa argumentara sobre 

otras medidas cautelares y al final la decisión fue negarle al imputado la libertad bajo 

caución. 

COMENTARIOS GENERALES SOBRE LA FISCALÍA 

Es positivo que la fiscalía sea capaz de solicitar MC diferentes a la prisión preventiva en 

muchos casos. Sin embargo, es constante la asociación que los fiscales hacen entre el 

riesgo de fuga y la magnitud de la pena, sin la ponderación de otros elementos. En el caso 

López Álvarez v. Honduras, la Corte Interamericana hace referencia a esta causal para la 

imposición de la medida cautelar como insuficiente e injustificada cuando se hace valer en 

solitario.  

Otro elemento que se utiliza de manera genérica y sin ponderación por parte del fiscal es 

la existencia de antecedentes penales como razón suficiente para suponer que existe un 

riesgo de fuga.  

Esto último es cierto también en otras solicitudes de MC. Por ejemplo, en los casos de 

violencia familiar la elección de las medidas cautelares se deriva exclusivamente del tipo 

de delito. No se entra a discutir si la víctima se siente amenazada, cómo ha sido el 

comportamiento del imputado después de los hechos por los que se le acusa, ni si la 

medida realmente es necesaria dadas las circunstancias. 

Por lo tanto, si se le quiere achacar un defecto a la fiscalía sería esta falta de especificidad 

en sus peticiones de MC. Sin ese factor no se puede decir que sus peticiones estén 

basadas en evaluaciones reales del riesgo que representa cada persona con su caso y sus 

características particulares, sino que están haciendo generalizaciones indebidas basadas 

en factores que no deberían ser la base para determinar una MC de manera aislada.   
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EL DESEMPEÑO DE LA DEFENSA 

A la defensa le corresponde debatir sobre la petición inicial de la fiscalía sobre la MC que 

se debe imponer. De acuerdo a los datos obtenidos mediante observación de audiencias, 

la defensa estuvo de acuerdo con la petición del MP en 24 de las 45 solicitudes.  

Tabla 12. Estrategia de la defensa en las audiencias observadas. 

 

Nota: los resultados no suman 45 porque en una audiencia el juez impuso la prisión preventiva oficiosa 

antes de que el fiscal la solicitara y no hubo oportunidad de que la defensa hablara. 

Los defensores no se enfrentaron activamente al fiscal en casi todos los casos de violencia 

familiar, probablemente porque las MC que solicitadas eran en libertad y no afectaban 

desproporcionadamente la libertad personal del imputado –el único caso donde sí hubo 

debate se debió a la petición del imputado de visitar a su hija–. Por la misma razón, la 

defensa tampoco argumentó en los cinco casos en que se solicitó la promesa. Tampoco 

argumentó en los tres en los que se pidió la prisión preventiva oficiosa. Las solicitudes de 

internamiento en centros de atención a adicciones también fueron aceptadas. 

 

Tabla 13. Casos en los que la defensa optó por no oponerse a la petición del fiscal  

Delito MC solicitada por el fiscal 

Abuso sexual y violación Prisión preventiva oficiosa 

Daños imprudenciales/ Lesiones 

imprudenciales   

Presentación periódica 

Garantía económica 

Homicidio agravado calificado en grado 

de tentativa 

Internamiento en hospital psiquiátrico 

20 

24 

La defensa solicitó
una MC diferente

La defensa estuvo
de acuerdo con la
petición del fiscal
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Narcomenudeo con fines de suministro  Prisión preventiva oficiosa 

Narcomenudeo posesión simple Garantía económica 

Narcomenudeo posesión simple Prisión preventiva 

Narcomenudeo posesión simple Promesa 

Narcomenudeo posesión simple Promesa 

Narcomenudeo posesión simple Promesa 

Narcomenudeo posesión simple Internamiento en centro de adicciones 

Narcomenudeo posesión simple Promesa 

Robo simple Internamiento en centro de adicciones 

Violencia Familiar Prohibición de ir a determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Violencia Familiar Prohibición de comunicarse 

Violencia Familiar Prohibición de ir a determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Separación del domicilio 

Violencia Familiar Prohibición de ir a determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Violencia Familiar Prohibición de comunicarse 

Violencia Familiar Prisión preventiva oficiosa 

Violencia Familiar Prohibición de ir a determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Violencia Familiar  Prohibición de ir a determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Violencia Familiar  Prohibición de ir a determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 
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Violencia Familiar  Prohibición de ir a determinados lugares 

Prohibición de comunicarse 

Violencia Familiar  Promesa 

Violencia Familiar  Separación del domicilio 

 

En las 20 audiencias restantes la defensa sí fue activa y propuso medidas cautelares 

diferentes a las del fiscal. La decisión de oponerse estuvo relacionada con la severidad de 

la MC solicitada por el fiscal o con buscar condiciones más favorables para que el 

imputado cumpliera con las medidas. En 13 de esas audiencias el fiscal había solicitado la 

prisión preventiva, en 4 garantía económica, en dos el internamiento en un centro de 

adicciones y en una MC que impedían que el imputado conviviera con su hija.  

En nuestras observaciones pudimos detectar diferentes estrategias de argumentación 

dependiendo del delito y de los argumentos del fiscal. 

La primera estrategia fue que en casi todos los casos de robo el fiscal solicitó la prisión 

preventiva. Los defensores se opusieron a estas peticiones basándose principalmente en 

dos argumentos: El primero era que la reparación del daño no era necesaria porque el 

bien robado había sido recuperado; el segundo era que se trataba de delitos donde la 

pena podía ser conmutada o que existía la posibilidad de un acuerdo reparatorio, así que 

resultaba desproporcionado imponer la prisión preventiva. Esta estrategia fue efectiva 

porque los jueces negaron la petición del fiscal en 4 de 7 casos (57.14%). 

 

Tabla 14. Estrategia de la defensa en los casos de robo donde la fiscalía pidió la prisión 

preventiva 

Delito MC fiscal Argumento 

fiscal 

MC defensa Argumento 

defensa 

Decisión juez 

Posesión de 

vehículo con 

reporte de 

robo 

Prisión 

preventiva 

Gravedad del 

delito o pena 

Presentación 

periódica 

Gravedad del 

delito o pena 

Se puede 

conmutar la 

pena 

Presentación 

periódica 

Prohibición de 

ir a 

determinados 

lugares 
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Posesión de 

vehículo con 

reporte de 

robo y 

Posesión 

simple 

Prisión 

preventiva 

No tiene 

empleo 

Otros procesos 

pendientes 

Gravedad del 

delito o pena 

Presentación 

periódica 

No tiene otros 

procesos 

pendientes 

Sí tiene empleo 

La reparación 

está garantizada 

o no es 

necesaria 

Prisión 

preventiva 

Robo 

Agravado 

Prisión 

preventiva 

Tiene 

antecedentes 

penales 

Gravedad del 

delito o pena 

Internamiento 

en centro de 

adicciones 

No tiene 

antecedentes 

penales 

Se puede 

resolver por 

salidas alternas 

Antecedentes 

de abuso de 

sustancias 

Prisión 

preventiva 

Robo 

Agravado 

Prisión 

preventiva 

Tiene otros 

procesos 

pendientes 

Tiene 

antecedentes 

penales 

Gravedad del 

delito o pena 

Presentación 

periódica 

No tiene 

antecedentes 

penales 

Reparación está 

garantizada o no 

es necesaria 

Presentación 

periódica 

Prohibición de 

salir de la 

ciudad 

Robo 

agravado  

Prisión 

preventiva 

oficiosa 

Gravedad del 

delito o pena 

Delito cometido 

con medios 

violentos 

Presentación 

periódica 

Se puede 

resolver por 

salidas alternas 

Garantía 

económica 

Prohibición de 

salir de la 

ciudad 

Presentación 

periódica 

Robo 

agravado en 

grado de 

Prisión 

preventiva 

Tiene otros 

procesos 

pendientes 

Tiene 

Presentación 

periódica 

Reparación está 

garantizada o no 

es necesaria 

Prisión 

preventiva 



 

29 
 

tentativa antecedentes 

penales 

Gravedad del 

delito o pena 

Robo 

agravado en 

grado de 

tentativa 

Prisión 

preventiva 

Tiene otros 

procesos 

pendientes 

Incumplimiento 

de medidas 

cautelares 

Presentación 

periódica 

Prohibición de 

salir de la 

ciudad 

Existencia de 

arraigo 

Dificultad para 

irse a otro lugar 

Reparación está 

garantizada o no 

es necesaria 

Presentación 

periódica 

Prohibición de 

salir de la 

ciudad 

Prohibición de 

ir a 

determinados 

lugares 

 

La segunda estrategia que siguieron los defensores contra las solicitudes de prisión 

preventiva fue proponer el internamiento en un centro de adicciones cuando el imputado 

aseguraba consumir alguna sustancia. A pesar de que esta medida es privativa de la 

libertad, los defensores la prefieren a la prisión preventiva si el imputado tiene 

antecedentes penales y creen que no hay probabilidades de que el juez les conceda una 

medida cautelar menos severa.  

 

Tabla 15. Estrategia de la defensa en casos donde la fiscalía pidió prisión preventiva y el 

imputado tenía antecedentes 

Delito MC fiscal Argumento 

fiscal 

MC defensa Argumento 

defensa 

Decisión 

juez 

Narcomenu-

deo 

posesión 

simple 

Prisión 

preventiva 

Falta de 

arraigo 

Tiene otros 

procesos 

pendientes 

Tiene 

antecedentes 

penales 

Internamient

o en centro 

de adicciones 

Existencia de 

arraigo 

No tiene 

antecedentes 

penales 

Antecedentes 

de abuso de 

sustancias 

Internamien

to en centro 

de 

adicciones 
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Robo 

Agravado 

Prisión 

preventiva 

Tiene 

antecedentes 

penales 

Gravedad del 

delito o pena 

Internamient

o en centro 

de adicciones 

No tiene 

antecedentes 

penales 

Se puede 

resolver por 

salidas alternas 

Antecedentes 

de abuso de 

sustancias 

Prisión 

preventiva 

Robo 

agravado en 

grado de 

tentativa 

Prisión 

preventiva 

Tiene 

antecedentes 

penales 

Gravedad del 

delito o pena 

Internamient

o en centro 

de adicciones 

Antecedentes 

de abuso de 

sustancias 

Prisión 

preventiva 

 

El tercer patrón fue que cuando el fiscal solicita una garantía económica, los defensores 

buscan hacer más fáciles las condiciones para cubrirla o tratan de reducir su monto. El 

resultado es que el juez acepta la petición de imponer la garantía como la pide el fiscal, 

pero da oportunidad al imputado si su defensa pide facilidades para pagarla. 

 

Tabla 16. Estrategia de la defensa cuando el fiscal solicitó la MC de garantía económica. 

Delito MC fiscal Argumento fiscal MC defensa Argumento 

defensa 

Términos 

aceptados 

Abuso sexual  Garantía 

económica 

El imputado tiene 

capacidad 

económica para 

cubrir la garantía 

Necesidad de 

garantizar la 

reparación 

(sesiones 

psicológicas) 

Gravedad del 

Pide otra 

forma de 

cubrir la 

garantía 

El imputado 

necesita tiempo 

para cubrir la 

garantía 

Defensa 
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delito o pena 

Daños 

imprudenciales  

Presentació

n periódica 

Garantía 

económica 

Dificultad de 

captura 

Conducta durante 

la investigación 

Necesidad de 

garantizar la 

reparación 

Pide otra 

forma de 

cubrir la 

garantía 

El imputado 

necesita tiempo 

para cubrir la 

garantía 

Defensa 

Daños 

imprudenciales 

Garantía 

económica 

Necesidad de 

garantizar la 

reparación 

Pide que no 

se imponga 

garantía 

El imputado ha 

sido cooperativo 

en el proceso 

Fiscal 

Incumplimiento 

de obligaciones 

alimenticias 

Garantía 

económica 

Necesidad de 

garantizar la 

reparación 

Facultad de irse a 

otro estado 

Pide que no 

se imponga 

garantía 

El imputado no 

tiene empleo 

Fiscal 

Incumplimiento 

de obligaciones 

alimenticias 

Garantía 

económica 

Necesidad de 

garantizar la 

reparación 

Gravedad del 

delito o pena 

Pide que no 

se imponga 

garantía 

Promesa 

El imputado ha 

sido cooperativo 

en el proceso 

Fiscal 

 

El último patrón fue que los defensores pidieron que se considerara que sí existía el 

arraigo en las cinco audiencias en que la fiscalía aseguró lo contrario para hacer peticiones 

de prisión preventiva. Su fuente principal de datos para hacer esto fue preguntar 

directamente al imputado sobre sus datos de localización y su empleo. 

COMENTARIOS GENERALES SOBRE LA DEFENSA 

La defensa es la parte que enfrenta más desventajas en el debate de MC. En nuestra 

observación notamos que la sobrecarga de trabajo y el hecho de que la carpeta de 

investigación les es entregada justo al inicio de cada audiencia les impiden conocer el caso 

con anterioridad, por lo que deben planear su estrategia sobre la marcha y sin 

oportunidad de entrevistarse en privado con sus defendidos. En entrevistas que 
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realizamos con defensores y ministerios públicos también expresaron su opinión de que la 

defensa se encuentra saturada y que carece de recursos humanos para cubrir toda su 

carga de trabajo.  

Nuestra observación también mostró que los defensores hacen un esfuerzo por 

comunicarse con sus defendidos antes y durante las audiencias. Sin embargo, la 

comunicación previa, que dura apenas unos minutos antes del inicio de la audiencia, se 

usa para que el defensor se presente con el imputado y que le haga saber sus derechos. 

No se discute con el imputado cuál va a ser la estrategia ni se conoce su versión de los 

hechos. Por otro lado, la comunicación que ocurre durante la audiencia se usa 

principalmente para explicarle al imputado cómo debe comportarse y qué respuestas 

debe darle al juez. 

 

EL DESEMPEÑO DE JUECES Y JUEZAS 

Es notable el desempeño de los jueces y juezas durante las audiencias. Son respetuosos 

con las partes y hacen un esfuerzo para explicar a las personas imputadas y a las víctimas 

el significado de lo que ocurre en las audiencias. 

Los jueces responden a las peticiones de las partes. Impusieron la MC solicitada en las 25 

audiencias donde la defensa estuvo de acuerdo con la petición de la fiscalía. Por otro lado, 

En las 20 audiencias donde la defensa fue activa y propuso una medida cautelar distinta a 

la del fiscal sí se observó variación en el resultado, porque en el juez favoreció al fiscal 

únicamente en 10 de ellas (50%).  

 

Tabla 17. Medidas cautelares impuestas por el juez en las 20 audiencias donde la 

defensa fue activa 

Medidas cautelares impuestas Casos Porcentaje 

Solicitadas por la defensa 5 25% 

Solicitadas por la defensa más otras 

adicionales 

5 25% 

Solicitadas por la fiscalía 10 50% 
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Los jueces se basan en lo que es debatido frente a ellos. En 36 de las 45 audiencias los 

jueces usaron exclusivamente los argumentos que se les presentaron. En las restantes 9, 

los jueces usaron complementariamente argumentos que construyeron ellos mismos a 

partir de artículos de leyes o criterios de la Suprema Corte que no habían sido 

mencionados por las partes. Sólo hubo una audiencia con un delito de abuso sexual en el 

que la jueza determinó que la medida cautelar que ella imponía era la mejor porque “en 

mi experiencia he visto que en este tipo de casos siempre hay reincidencia”.  

Durante el último día de observaciones, en tres audiencias distintas, coincidió que los 

jueces se negaron a imponer el internamiento en el centro de adicciones. Justificaron esto 

en razón de haber recibido una “instrucción de que debían dejar de mandar a la gente ahí 

porque ya se había acabado el dinero y los tratamientos eran demasiado costosos”. Esta 

observación es importante porque puede tener implicaciones sobre las estrategias de la 

defensa y la fiscalía que enviaban ahí a los imputados para evitar que fueran a prisión 

preventiva. 

Por último, los jueces hacen un esfuerzo por individualizar las medidas cautelares que 

imponen. Al respecto, observamos que en sus decisiones los jueces le dan un gran peso a 

la información que tienen sobre qué tipo de delito se trata y la manera en la que fue 

cometido (en 37 de las 45 audiencias esto fue un factor importante) y sobre las 

características personales del imputado (que fueron consideradas en 33 de las 45 

audiencias).  
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CONCLUSIONES 
En general consideramos que es una buena práctica la existencia de debates reales sobre 

la imposición de MC y en las que las partes sí se preocupan por desempeñar bien el papel 

que les corresponde. Estas buenas prácticas nos muestran que existe voluntad entre los 

operadores del sistema para que las MC realmente cumplan con sus objetivos y que se 

respeten los principios derivados de los derechos a la presunción de inocencia y libertad 

personal. 

Sin embargo, a nuestro juicio, también existen áreas de oportunidad que enunciamos a 

continuación: 

 

Internamiento en centros de adicción 

El Estado de Chihuahua parece estar haciendo una reducción del uso de MC privativas de 

la libertad. Sin embargo, es preocupante observar que la caída en el uso de la prisión 

preventiva se ha visto desacelerada por un aumento en el uso del internamiento en 

centros de atención a adicciones.  

Los operadores están recurriendo a esta medida como un sustituto de la prisión 

preventiva, ya que presenta la misma ventaja de mantener a la persona detenida y da la 

apariencia de que se está contrarrestando el riesgo de fuga. Sin embargo, es un error 

pensar que se trata de una medida cautelar menos lesiva, porque perder la libertad no 

deja de ser una pena anticipada contra las personas que se presumen inocentes, aunque 

se aleguen razones de salud.  

Por esta razón el internamiento debe ser más excepcional y debe someterse a estándares 

más estrictos de justificación como los que rigen a la prisión preventiva. No debe bastar 

que una persona declare que consume sustancias para que se le obligue a internarse. Si el 

derecho a la salud realmente es el argumento detrás de esta medida cautelar, se debe 

exigir que haya más elementos para decidir si el tratamiento realmente le hace falta al 

imputado y si va a tener resultados positivos.  

Queda pendiente averiguar cuál va a ser el impacto que tendrá el mandato que le hicieron 

a los jueces en el último día que estuvimos haciendo observaciones sobre ya no mandar a 

las personas al centro de atención a adicciones. Si dejan de imponer el internamiento 

como medida cautelar sustituta se corre el riesgo de que las cifras de prisión preventiva 

vuelvan a aumentar. 
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Solicitudes excesivas de prisión preventiva 

El elevado número de casos en los que la fiscalía solicita medidas cautelares privativas de 

la libertad sugiere que podría haber incentivos para hacer solicitudes de este tipo de 

medidas que no respondan necesariamente al control de los riesgos procesales. En un 

caso observamos antes de una audiencia un diálogo informal en el que una fiscal se 

quejaba con el defensor de que ella no quería pedir la prisión preventiva porque no creía 

que fuera proporcional, pero que sus superiores le habían ordenado hacerlo por el tipo de 

delito 

Se debe erradicar su argumento principal de que la existencia de una pena elevada es una 

razón suficiente para asumir que una persona va a querer evadirse y que por eso se puede 

solicitar una medida cautelar severa. Sin embargo, los jueces van a seguir aceptando esa 

idea mientras las defensas no cuenten con herramientas y datos para poner en entredicho 

las generalizaciones en las que se basan los argumentos de los fiscales.  

 

Carga de trabajo 

Por último, pero no menos importante, se debe hacer énfasis en el problema de la carga 

de trabajo y la falta de recursos de la defensa. Es urgente tomar medidas para que los 

defensores puedan tener un periodo razonable de tiempo antes de la audiencia para 

entrevistarse con su defendido en privado, para conocer los contenidos de la carpeta de 

investigación y para planear su estrategia con mayor oportunidad. Esto también abonaría 

a que la calidad del contenido de los debates aumentara en beneficio de los imputados. 
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